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Se pueden preguntar: ¿cómo es posible buscar un equilibrio en un tema como el comercio, cuya esencia es la competencia, un juego en el que algunos ganarán inevitablemente más que otros? Mientras la globalización está llamada a llevar a la unificación de mercados en una dimensión planetaria, la cuestión se ha vuelto particularmente apremiante. Después de todo, la unificación de mercados implica la abolición de las barreras nacionales y regionales y de la protección que ellos aportan a los sectores débiles. La consecuencia puede solamente ser la exacerbación de la competencia.

Boutros Boutros-Ghali Secretario General de la ONUy de la UNCTAD

El inicio de la novena ronda de negociaciones comerciales multilaterales, en la forma de una Conferencia Ministerial auspiciada por la Organización Mundial de Comercio (OMC), en la ciudad de Seattle, Estados Unidos, a fines de noviembre de 1999, resultó un rotundo fracaso. Ello se debió, en parte, a las protestas de organizaciones no gubernamentales contra los efectos de la globalización en la calidad de vida de amplios sectores de la población mundial, pero sobre todo al desacuerdo entre los países miembros en torno a los temas agrícola, ambiental y laboral, sin mencionar el carácter antidemocrático de la toma de decisiones en la Organización, contra el que se pronunciaron los paises africanos.

Con 135 estados miembros, la OMC es una institución intergubernamental creada en 1995 al cancelarse el Acuerdo General sobre Aranceles Aduaneros y Comercio (GATT, por sus siglas en inglés), tras la conclusión de la Ronda de Uruguay de negociaciones. Su objetivo primordial es eliminar todos los obstáculos al comercio mundial, con el supuesto básico de que el aumento del comercio generará un mayor crecimiento económico y un incremento general de la riqueza. Sus atribuciones son mayores que las del GATT en la medida en que los acuerdos que ahí se toman son de carácter obligatorio, lo que tiene un efecto directo en las políticas internas de los países.

La confianza de ciertos gobiernos y algunos organismos internacionales en las bondades absolutas de la apertura comercial generalizada indujo a que se haya buscado ampliar la agenda de discusiones de manera acelerada, sin mediar siquiera una evaluación de los resultados de los acuerdos de la Ronda de Uruguay.

En concordancia con esto, los numerosos sectores que se oponen de manera activa a la liberalización han pedido:

1) Detener las negociaciones para evaluar los efectos de los acuerdos de la pasada Ronda en el ambiente, las mujeres, el ámbito laboral, etcétera.

2) Que no se incluyan nuevos temas en la agenda de negociaciones.

Por otro lado, hay países que presionan para engrosar la agenda, principalmente la Unión Europea, Japón y Estados Unidos. Sus propuestas incluyen toda suerte de temas hasta alcanzar la cifra de 150, desde las compras gubernamentales, la electrónica, la política de competencia y competitividad, las inversiones, el ambiente, las políticas laborales, hasta acuerdos puntuales como uno sobre productos forestales y de pesca.

Los países industrializados son, como siempre, los que más tratan de influir en la conformación de la agenda, mientras que las economías en desarrollo se concentran en temas colaterales, como la duración de la Ronda, o se adhieren a las posiciones de los primeros. Se exceptúa la India, que tiene una posición independiente.

LA AGENDA DE LAS NEGOCIACIONES

La nueva ronda de negociaciones comerciales, sin fecha todavía, es la más ambiciosa desde la fundación del GATT en octubre de 1947, pues intenta que se libere totalmente el comercio mundial. Los temas de la Ronda se integran en cuatro categorías: la implantación de los acuerdos de la Ronda de Uruguay, la agenda incorporada o los temas mínimos a tratar en las negociaciones, los temas no considerados en el punto anterior, y otros asuntos como la reducción de aranceles en bienes industriales y el comercio electrónico.

Tres son los puntos centrales que se debatirán de acuerdo con la agenda incorporada: 1) la agricultura, 2) la propiedad intelectual, y 3) los servicios.

En esta ronda de negociaciones se busca lograr una liberalización de sectores interconectada y no de esferas aisladas a partir del siguiente principio: los países importadores de productos agrícolas se beneficiarán de la baja de precios de los bienes que adquieren por efecto de la reducción de los subsidios a la producción y a la exportación de las economías excedentarias. Esto permitirá hacer más competitivas sus ventas de productos manufacturados por el abaratamiento de los bienes agropecuarios importados.

De manera simultánea, se beneficiarán de un mayor acceso a los mercados de manufacturas de los exportadores de alimentos, así como de una baja en los costos de su producción agrícola, al importar insumos más baratos por el mismo efecto. Además, con el mayor acceso a los mercados de los paises industrializados, los exportadores de alimentos comprarán más bienes manufacturados de las economías con déficit en la producción agrícola, con lo que el financiamiento de dichas compras será más fácil para las economías importadoras netas de alimentos del Sur.

Ciertamente con esta perspectiva, desde las ventajas comparativas, se vincula a los sectores de la vida económica y social y es fundamental la mayor apertura en todos los ámbitos para poner a prueba el funcionamiento del modelo.

A estas alturas no hay una evaluación de los efectos de la liberalización firmada en Marrakesh 1 en las naciones participantes en la OMC. Sin este análisis y con el supuesto de los beneficios universales e indiscutibles del comercio libre, se busca la apertura máxima de las economías.

La apertura indiscriminada de todos los sectores de la economía implica un costo muy alto, tanto para las economías del Sur, que en su afán de modernización no entienden cabalmente el contenido de este proceso, como para el planeta en su conjunto. En el corto plazo sólo podrán beneficiarse las empresas transnacionales de la industria y las finanzas.

Los países industrializados se precipitaron al convocar la reunión de Seattle, en primer lugar por la presión de Estados Unidos, pues uno de los principales objetivos del régimen del presidente Clinton ha sido el de emplazar una nueva ronda de negociaciones; en segundo lugar, porque consideraban urgente que se estipularan reglas para un sistema de gobierno multilateral asentado en la OMC.

La agricultura

Al capítulo agrícola se dedica buena parte de este artículo pues se trata de un sector estratégico, que se mantuvo durante decenios al margen de la reglamentación del GATT y cuya liberación constituye todavía tema de discordia entre los países desarrollados y entre éstos y los que están en vías de desarrollo. Tales diferencias llegan a cuestionar la apertura comercial en otros sectores.

Durante la Ronda de Uruguay (1988-1994) hubo tres temas medulares en la discusión sobre la liberación del comercio agropecuario: 1) el acceso a los mercados de importación, 2) los subsidios a la exportación y 3) los subsidios internos.

En un escenario de sobreproducción estructural de granos, lácteos y cárnicos, esta agenda era de interés sobre todo para los paises desarrollados, que buscaban colocar sus producciones en las naciones menos avanzadas.

Como resultado de este ciclo se pactaron reducciones a las barreras al comercio agropecuario, en especial a los subsidios a la exportación. Sin embargo, no hubo una reducción espectacular en los niveles de protección en escala mundial.

De acuerdo con lo pactado, al finalizar el siglo los subsidios a la exportación en los paises industrializados exportadores de alimentos deberían estar solamente un quinto por debajo de los montos de fines de los años ochenta. En realidad, la baja en los aranceles habrá sido apenas de menos de un sexto en promedio, entre otras razones porque las tarifas se elevaron de manera considerable con relación al período base, 1986-1988, en vez de reducirse, fenómeno que se conoce como tarificación sucia. 2
La Unión Europea, por ejemplo, aumentó las tarifas 60% y Estados Unidos 45% respecto de los aranceles de años anteriores, para poder efectuar la disminución. Muchos países en desarrollo procedieron de manera semejante. De esta suerte, la reducción arancelaria al finalizar el siglo ha sido mínima. Sin embargo, el verdadero éxito de la Ronda de Uruguay fue haber incluido el capítulo agrícola en el ámbito de este organismo internacional en el que no estaba desde 1950, cuando Estados Unidos propuso excluirlo; por otro lado, introdujo de manera generalizada la idea de liberar el sector de manera definitiva.

En la actualidad, la atención respecto a la protección del comercio agrícola se centra en la reducción de aranceles, los cuales son mucho mayores en promedio que los que gravan los bienes manufacturados.

El Acuerdo sobre Agricultura resultado de la Ronda de Uruguay contiene cuatro grandes capítulos:

1) el acuerdo sobre agricultura propiamente dicho,

2) las concesiones y los compromisos relativos al acceso a los mercados, los apoyos internos y los subsidios a la exportación,

3) el acuerdo sobre medidas sanitarias y fitosanitarias, y

4) la decisión ministerial concerniente a los países menos desarrollados y los países importadores netos de alimentos.3
En espera de la instrumentación y el cumplimiento cabal de estos capítulos, se prevé un avance considerable en la reducción de los subsidios a la exportación en los países exportadores netos de alimentos de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE),4 así como un mayor acceso a los mercados agropecuarios de los países en desarrollo, mediante la reducción de los aranceles fuera de cuota.

En este aspecto es importante señalar que, de acuerdo con la OMC, las economías del Sur aprovechan el mecanismo del otorgamiento de cuotas para encarecer de manera significativa las importaciones que las rebasan. De ahí que un objetivo de la liberalización sea debilitar dicho mecanismo.

Sin embargo, en cuanto a la experiencia de México, con regularidad se importan granos en volúmenes que exceden el cupo libre de arancel pactado en el Tratado de Libre Comercio de América del Norte (TLCAN). Se autoriza que los cupos ingresen sin la tarifa correspondiente, en virtud de que se tiene la necesidad de dichos granos. Con ello se vulnera, en aras de un objetivo de corto plazo, la viabilidad de los productores nacionales y se ensancha el déficit en la producción uacional de alimentos.

México no tiene un déficit grande en alimentos comparado con otras economías de América Latina o de África. Esto implica que numerosos países no están en posibilidad de ejercer un proteccionismo real mediante el mecanismo arancelario simplemente porque el alto déficit alimentario y la política de salarios bajos se contraponen al establecimiento de un impuesto a la importación de bienes básicos que redunde en la consolidación del sector que los produce en esas economías, ya que implica el encarecimiento de los bienes salario más importantes.

Al mismo tiempo, si disminuyeran los subsidios a la exportación e incluso a la producción del campo en los países industrializados, se acompañaría de un descenso de la producción de bienes y una elevación de los precios internacionales, como sucedió durante los años 1994-1996. Sin embargo, para que aquello ocurriera tendrían que seguirse otorgando pagos directos a los agricultores del Norte por la mayor utilización de insumos y tecnologías menos dañinos para el ambiente, el cuidado del paisaje o el mantenimiento de la vida rural.

En este sentido, los pagos directos constituyen una competencia injusta para los productores de los países en desarrollo, independientemente de otras consideraciones legítimas, como el cuidado del ambiente, ya que significan erogaciones prohibitivas para las naciones del Sur. Obviamente el remedio no estaría en eliminar esos pagos, sino en incluirlos en el modelo de las economías deficitarias.

"Los 154000 millones de dólares de los presupuestos agrícolas (sin considerar gastos administrativos y protección social) financiados por los contribuyentes de los paises miembros de la OCDE en 1997 corresponden al producto interno bruto de los 542 millones de habitantes del África negra (sin incluir Sudáfrica) en l995." 5
Frente a esto, cuestionar el supuesto proteccionismo en frontera de los paises en desarrollo equivale a atacar la única posibilidad de esas naciones para conservar sus producciones regionales y aspirar a una mínima autosuficiencia alimentaria.

Asimismo, los productores pequeños, tanto individuos como paises enteros, serán expulsados de su actividad, pues no tienen los medios para competir con las transnacionales y los agricultores capitalizados del Norte. Ello amenaza el mundo rural en vastas regiones del mundo y se agravará en virtud de los acuerdos en materia de producción intelectual y de servicios.

En este marco las economías se aglutinan en torno al asunto de los mercados agropecuarios, como ocurría desde las negociaciones de la Ronda de Uruguay. Podrían enlistarse, pero no es necesario, pues no hay realmente posiciones entre las dos fundamentales: la apertura indiscriminada y la apertura con restricciones.

Estados Unidos y los otros partidarios de la liberalización

Estados Unidos es la nación más poderosa en el comercio agropecuario internacional y exige la apertura total de los mercados mediante la eliminación de los subsidios a la producción y a la comercialización. Ésta es obviamente una postura de negociación, ya que sería imposible desmantelar su sistema de apoyos a los agricultores, so pena de generar un colapso en los encadenamientos virtuosos que la agricultura tiene en su economía, así como en la producción del campo. Los subsidios oficiales de este país a su agricultura suman 60000 millones de dólares al año, más que los 40000 millones de dólares de la Unión Europea.6

Al extenderse la liberalización, los estadounidenses son quienes más ganan porque tienen los mejores recursos naturales para las producciones de clima templado así como las mejores condiciones de financiamiento del agro.

Sin embargo, y a pesar de las políticas que desde 1985 pusieron en marcha los países de la OCDE para recortar la producción, los excedentes de alimentos de Estados Unidos en 1999 permitieron conceder el mayor volumen de exportaciones a titulo de ayuda alimentaria en 25 años: 10 millones de toneladas métricas en l999 7 a más de 50 países.8 Esto no debe verse exclusivamente con la ingenua óptica de la solidaridad internacional, porque la colocación de esos productos en el exterior, en palabras de Dan Glickman, secretario de Agricultura de Estados Unidos, "ayuda a los agricultores estadounidenses a lidiar con la tremenda sobreoferta y los mercados débiles".9
La posición más cercana a la de Estados Unidos es la del Grupo de Cairns, 10 formado por países en su mayoría exportadores que comparten intereses con aquella nación, sobre todo apoyando una reforma radical a las políticas comerciales agrícolas mundiales hasta eliminarías, pues no cuentan con los mismos recursos que los estadounidenses para financiar un sistema de subsidios a la exportación. Asimismo, muchos de ellos tienen ventajas comparativas reales que se anulan por el financiamiento que conceden al campo los paises industrializados que carecen de ellas.

Para la batalla comercial, Estados Unidos logró aglutinar a un contingente de países en torno a su posición: las 34 economías del Área de Libre Comercio de las Américas (ALCA) y las 21 naciones del Consejo Económico Asia-Pacífico (APEC, por sus siglas en inglés), donde México participa a favor de la máxima liberación comercial.

Con la supresión de los subsidios en el mundo, el gobierno estadounidense busca dar un respiro a sus agricultores. Estos han pasado los tiempos más difíciles en, por lo menos, los últimos 18 años debido al desplome de los precios mundiales ocasionado por los excedentes de producción y las crisis financieras en Asia, Rusia y otros lugares. La supresión de recursos eliminaría a importantes competidores, como la Unión Europea, y estimularía el alza de precios internacionales y la contracción de los excedentes.

Los países europeos, Japón y Corea

Con Francia a la cabeza como primer exportador mundial de productos alimentarios y segundo de bienes agropecuarios en la Unión Europea, en el resto de Europa Occidental y Europa del Este se mantiene la oposición a la apertura total de los mercados agrícolas, en la medida en que ello vulneraría sus producciones "culturales", pues las sometería a homologaciones mundiales discordes con sus costumbres y su cultura; asimismo, generaría un brusco despoblamiento de sus campos, con los consecuentes desempleos y desequilibrios sociales y hasta ambientales que esto ocasionaría al debilitarse de modo muy grave el mundo rural.

El Grupo de Cairns y Estados Unidos presionaron a la Unión Europea para que en la Declaración Ministerial se estipulara como objetivo final de la negociación la eliminación de los subsidios a las exportaciones agrícolas. Los europeos no aceptaron esa limitación, pues incluía otros temas muy importantes que rebasan el ámbito meramente comercial, como la seguridad alimentaria, la calidad de la alimentación y la funcionalidad de la agricultura.

Bruno Delaye, embajador de Francia en México, declaró al respecto: "Nadie en el mundo nos hará renunciar a este modelo que tiene que ver con nuestra identidad [... ] Pensamos que el producto agrícola no es cualquier producto y que el campesino tiene un papel muy importante en el entorno humano de un país. No queremos tener desiertos fuera de las ciudades, y el campesino cuida el medio ambiente." 11
Para europeos, japoneses y coreanos es una contradicción apoyar la apertura cuando eso les ocasionaría graves problemas de diversa índole, en vista de las restricciones más o menos importantes de recursos naturales que esos países tienen frente a la abundancia de Estados Unidos, Canadá o paises como Brasil, Argentina, Australia o Nueva Zelandia.

Para los primeros, la agricultura es una actividad multifuncional, por lo que no puede tratársele como una industria más ni aplicársele las reglas normales de comercio. El agro entraña alimentos, estabilidad social, bienes públicos, como el cuidado del ambiente, y una política regional.

Entre los proteccionistas, Japón ocupa la posición más radical, al ser uno de los mayores importadores netos de alimentos del mundo. Junto con Corea, e inspirados en gran medida por la exigua dotación de recursos con que cuentan para la producción agropecuaria, ambos países consideran que ese sector y los trabajadores que en él participan deben beneficiarse de un tratamiento especial y diferenciado, de acuerdo con la historia agrícola y cultural de cada economía y en virtud de que sirve a objetivos estratégicos, como la autosuficiencia alimentaria y el cuidado de la soberanía nacional. Ello implica aceptar cantidades importantes y permanentes de proteccionismo, en forma de pagos directos y barreras arancelarias. 12
Sin embargo, no todo está dicho sobre los actores principales. Cabe señalar que todavía quedan importantes mercados agropecuarios fuera de la OMC, como China, Rusia y Ucrania. Se espera que la primera ingrese en el corto plazo, tras 10 años de negociaciones, con lo que se lograría disciplinar las políticas intervencionistas agrícolas del país más grande del mundo.

Conforme a un cálculo oficial del gobierno chino, aparecido en el Diario de la China, el ingreso a la OMC tendrá como costo la destrucción de 9.7 millones de empleos agrícolas, si bien se espera que habrá una creación ulterior de 12 millones de ocupaciones por la apertura de pequeñas y medianas industrias. 13
La posible liberalización del mercado agropecuario chino, así como el aumento en los ingresos de los tres países mencionados, son del mayor interés para las naciones excedentarias, pues significarían la apertura de mercados muy importantes para sus voluminosos almacenes de alimentos. Las existencias permanecerán 30% por arriba del promedio de los cinco años previos a 1999, aun cuando han disminuido en los cinco mayores exportadores de trigo del mundo: Argentina, Australia, Canadá, Estados Unidos y la Unión Europea. 14
Pareciera que la mayor apertura de los mercados agropecuarios solucionaría los problemas planetarios. Sin embargo, en la mayoría de los paises el crecimiento con equidad sólo puede lograrse con una estrategia de desarrollo orientada hacia lo rural que considere grandes inversiones en infraestructura, capital humano y servicios sociales. Pero ¿quién va a invertir si se trata de aplicaciones de capital no rentables en el sentido empresarial del término?

Para 1994-1996 el "número total de subalimentados crónicos en los paises en desarrollo se calcula en 828 millones [...] Los progresos en algunas regiones han sido más que compensados por el deterioro en otras, como la del África al sur del Sáhara".15

Resulta claro que las discusiones sobre el comercio agropecuario y su liberalización siguen teniendo como meta resolver los problemas de los países del Norte, mientras que las necesidades urgentes del Sur no se incluyen porque no generan ganancias; además de que falta convicción a los gobiernos de esos países.

La propiedad intelectual

En esta Ronda entrarán en el escenario nuevos factores provenientes de otros ámbitos, como la propiedad intelectual y los servicios, temas sobre los que hay enorme desacuerdo sobre su incorporación formal a las discusiones.

El Acuerdo sobre Aspectos de Derechos de Propiedad Intelectual (TRIPS, por sus siglas en inglés) tiene especial importancia para la agricultura, porque busca dar un carácter comercial a todo lo viviente, patentar la vida en este planeta. El objetivo es crear un sistema sui generis de propiedad privada sobre simientes, bancos genéticos, materiales vivos; es decir, no se concibe el uso en adelante de la diversidad biológica si de antemano no se la ha apropiado algún agente o empresa privada que pueda poner precio a los recursos vivos a fin de controlar su uso y explotación.

En el Acuerdo General se lee: "Las variedades de plantas [...] deben ser protegibles ya sea por patentes o por un sistema sui géneris". 16
Si se considera que de por si los bancos genéticos de los países industrializados, acopiados en su mayoría de los recursos del Sur, ponen a los países en desarrollo en una situación de dependencia, la posibilidad de su apropiación privada mediante una patente consumará el despojo de las economías depositarias de la mayor diversidad biológica del planeta, impidiendo alternativas sustentables de producción agrícola, eliminando por completo a los productores familiares cuya lógica de reproducción descansa en la explotación libre de los recursos biológicos de su entorno, por no hablar de la pérdida total de soberanía.

Los servicios

El Acuerdo General sobre el Comercio de Servicios (GATS, por sus siglas en inglés) incluye 160 subsectores y actividades agrupados en: distribución, comercio al mayoreo y menudeo; construcción y trabajos públicos, arquitectura, decoración y mantenimiento; ingeniería; servicios financieros, bancarios y de aseguramiento; investigación para el desarrollo; servicios y crédito inmobiliarios; servicios de comunicación, telecomunicaciones, medios audiovisuales y tecnologías de la información; turismo y viajes; hoteles y restaurantes; servicios ambientales, recuperación y tratamiento de basura, protección del paisaje y acondicionamiento urbano; servicios recreativos, culturales y deportivos, espectáculos, bibliotecas, archivos y museos; edición, impresión y publicidad; transportes de todo tipo, incluidos los espaciales; sin olvidar la educación (la enseñanza primaria, secundaria, superior y la formación permanente) y la salud animal y humana. 17
Esto significa poner precio a absolutamente todos los servicios que en la actualidad presta el sector gubernamental, y que se financian con las contribuciones de los ciudadanos. La salud y la educación, así como las bibliotecas, los archivos, la investigación para el desarrollo, serán simples mercancías por las que habrá que pagar en ausencia de criterios de bienestar social, culturales y de solidaridad.

De especial interés se vuelven, por ejemplo, los servicios de salud vigentes en la Unión Europea para los inversionistas estadounidenses, quienes aspiran a participar en la oferta de este servicio, sustituyendo al Estado de esos países. Y ni qué decir de los mismos servicios y de la educación en México, que no podrían adoptar más que la forma de bienes de estricto lujo, en ausencia de salarios que permitan contratar dichos servicios fundamentales mediante un pago que garantice la rentabilidad del inversionista.

En México, según el último censo agropecuario, 70% de la población económicamente activa del sector no recibe ingresos de ningún tipo, sin mencionar a los millones de pobres urbanos. 18

Frente a este proceso de privatización de la vida social y cultural, la marginación en estos sectores de mexicanos será irremontable, tal como lo será para la mayoría de las naciones de este planeta.

La liberalización de servicios como la construcción y los trabajos públicos, al igual que los servicios financieros, bancarios y de aseguramiento, tienen a su vez un efecto definitivo para eliminar a los agricultores familiares que necesitan del apoyo gubernamental en todos los países para ser viables. En Estados Unidos, por ejemplo, el presupuesto gubernamental en programas de aseguramiento paga parte de las primas de los productores en ciertas pólizas, y reembolsa a las aseguradoras privadas los costos de venta y de firma de las pólizas como parte del programa de apoyo a los agricultores, pues de otra manera éstos tendrían que dejar su actividad.

Ello sin mencionar la liberalización de los mercados públicos, que entonces funcionarían como cualquier otro mercado, es decir, con el criterio de la rentabilidad.

El objetivo por alcanzar no es un misterio: se trata de desmantelar, donde todavía existan, los monopolios nacionales constituidos en virtud de una decisión pública, como las telecomunicaciones o los ferrocarriles, las empresas estatales de importación de alimentos, y los servicios de salud y educativos.

Además, hay otros temas no incluidos en la agenda de manera formal, pero que expresan el afán de los países industrializados por abarcar el mayor número de ámbitos posibles y ponerlos bajo la reglamentación de la OMC, aun cuando este organismo no está capacitado para regir más que sobre aspectos comerciales.

"El solo éxito de la Ronda de Uruguay ha levantado presiones para usar la OMC como un instrumento para lidiar con objetivos distintos de los comerciales, [...] sin que se tomen los cuidados necesarios para que haya equilibrio en la movilidad de bienes, servicios, capital y trabajo, que actualmente no existe." 19
De tal suerte, la OMC está erigiéndose en la organización de organizaciones en escala mundial, junto a otros organismos internacionales a su servicio, como la OCDE, el Banco Mundial y el FMI.

El ambiente

Un tema que Estados Unidos ha propuesto para incluir en la agenda de la liberalización es el ambiental, a contracorriente con el espíritu de competencia creciente que anima el comercio.

No hay consenso sobre la forma de discutirlo, pues el tema cuestiona los intereses de las compañías transnacionales y de los países con mayores recursos naturales para la agricultura de clima templado. Por el momento el cuidado del ambiente es un obstáculo importante para el crecimiento de la rentabilidad.

Hay algunas propuestas detalladas en la mesa, como las de Japón, Islandia y la Unión Europea.20 Estas economías tienen restricciones de recursos naturales y promueven una explotación que obedezca más a la lógica de la reproducción de ciertas especies animales y vegetales, que a la sometida a la de la tecnología vigente, la cual está sobrada para la explotación sustentable de especies terrestres y marítimas, más acorde con los intereses de comercialización de los recursos naturales y de sus productos.

En este sentido, es preciso que la OMC delimite con exactitud su campo de competencia, ya que no puede intervenir en ámbitos que no son comerciales. No puede pretender regir en materia ambiental, porque hay contradicciones entre sus reglas y el contenido de los acuerdos multilaterales concernientes al cambio climático, la protección de la capa de ozono, la preservación de la biodiversidad, la disposición de desechos tóxicos, la protección de las especies en peligro, etcétera. Todos estos acuerdos exigen la intervención estatal permanente en el sector agropecuario, así como del establecimiento de mecanismos de protección estructurales, discordantes con los propósitos de la liberalización económica.

Como ejemplo baste saber que, además de estos acuerdos internacionales de protección ambiental, se está preparando otro con los principios de la OMC sobre los productos forestales que eliminaría todas las barreras al comercio de los bienes derivados del bosque y todos los obstáculos a la explotación forestal. En él priva un enfoque exclusivamente de rentabilidad, por lo que la sustentabilidad se deja de lado y con ella la consideración de que las tasas de extracción obedezcan a los ritmos de recuperación natural del recurso, a fin de mantener las ganancias.

Además, hay economías que pugnan por la introducción de cláusulas sociales y ecológicas en los acuerdos comerciales, como Noruega e Islandia o Japón y las Filipinas. En noviembre pasado estos países se negaron a abrir sus mercados de la pesca y de productos forestales en el foro económico de la APEC, por los perjuicios que la liberalización tendría en esas actividades.

Por otro lado, la inclusión de nuevos temas, como el de la biotecnología, o la utilización de ciertas técnicas de producción o de explotación de especies animales y vegetales, plantea un reto para la discusión. En las economías industrializadas, donde rigen los criterios más estrictos al respecto, no hay acuerdo sobre la manera de elaborarlos o de aplicarlos. Tal es el caso de los quesos sin pasteurizar de los europeos, el uso de ciertas hormonas en la producción pecuaria, la producción de transgénicos, la utilización de algunas técnicas en la pesca del atún, etcétera.

Todos estos temas expresan en la actualidad comportamientos e intereses proteccionistas en distintos sentidos, preservando la rentabilidad o la viabilidad de ciertas actividades económicas. Así lo ilustra la consideración del Departamento de Agricultura de Estados Unidos de que los esfuerzos por reducir los gases que contribuyen al efecto de invernadero podrían ocasionar un alza en los costos de la producción agropecuaria. Para que los agricultores adoptaran la tecnología adecuada, habría que canalizar subsidios que pudieran significar un alza en sus ingresos en la forma de pagos directos.21
Por lo demás, a mayor liberación de los mercados agrícolas, la creciente competencia refuerza una mayor especialización con el fin de incrementar la eficiencia y la productividad y con ello lograr la máxima competitividad y rentabilidad. Esto contradice los principios de la producción sustentable que exige la combinación del policultivo, la ganadería y hasta la actividad forestal. Una mayor apertura al mercado llevaría a incrementar la especialización y la intensificación de los procesos productivos y a la explotación máxima de los recursos naturales y a un empeoramiento del efecto de invernadero. Entre otras cosas, esto último sería resultado del incremento del uso de combustibles para sostener el concomitante aumento de la circulación de estos bienes, el mayor uso de transportes implícito en un incremento de las compras en el exterior de insumos y de productos terminados, así como de la venta de las mercancías en plazas cada vez más lejanas.

Los países exportadores con mayores ventajas buscarán mantener la correlación internacional de fuerzas que les es favorable, amparados en los mandatos de la OMC, antes que someterse a las prioridades ambientales que implican un cambio en la lógica de las inversiones y sobre todo una forma de vida diferente, regulada por un criterio distinto del de la rentabilidad.

La legislación laboral

Hoy en día, uno de los aspectos que preocupan más a las personas es su empleo y sus ingresos. Los salarios se han contraído desde el decenio de los ochentas y a fines de 1998 había más de 1000 millones de trabajadores desempleados o subempleados en el mundo; asimismo, un tercio de la población activa no percibe recursos que le permitan sobrevivir, con el concomitante efecto desestabilizador en la sociedad. Junto con esto, se profundiza la tendencia a la precarización salarial entre quienes se desempeñan en el sector formal. De acuerdo con datos de la Organización Internacional del Trabajo, de continuar esta tendencia, hacia 2004 estará en esas condiciones 50% de la población activa del mundo.22
En la Unión Europea, por ejemplo, pese a su crecimiento económico sostenido, se registran las tasas de desempleo más altas desde la segunda guerra mundial (10% aproximadamente). Y en Estados Unidos el salario medio real equivale al que había en los años cincuenta. En México, en la actualidad la proporción de la PEA sin empleo ni salario fijos es de 66%; además, los escasos puestos que se generan son muy precarios.

Frente a esta tendencia que parece inherente a la economía global y que seguirá marcando el mundo del trabajo, los paises industrializados, con Estados Unidos a la cabeza, han propuesto que se establezcan normas laborales de vigencia planetaria que impidan la competencia desleal de los países en vías de desarrollo. 23 En éstos el insumo laboral es muy barato por su abundancia; asimismo, los salarios se mantienen deprimidos para atraer la inversión y poder cumplir con sus metas de crecimiento económico y con sus compromisos internacionales.

Las economías desarrolladas propusieron integrar grupos de trabajo para analizar la repercusión del comercio en asuntos no incluidos en la agenda incorporada, como el ambiente y los estándares laborales. Los países del Sur interpretaron que se trataba de un ataque proteccionista contra su desarrollo, pero los del Norte argumentan que sólo son mecanismos para contrarrestar las críticas a la globalización, por sus efectos en los grupos más pobres de la población. Con esto, el presidente William Clinton pretende "dar un rostro humano a la economía mundial dotando a las familias de los trabajadores de las condiciones básicas de una sociedad justa". 24
Las disposiciones laborales se postulan como la introducción de una cláusula social en el mundo del comercio, en virtud de la cual se aplicarían sanciones o barreras comerciales basándose en las diferencias en las normas laborales. Frente a ello el Grupo de los 77, México, China y Singapur han argumentado que los estándares laborales son muy distintos y que no reconocerlo significaría negar las ventajas comparativas de los paises pobres, gracias a las cuales es posible atraer capitales y competir con otras economías emergentes.

Es obvio que las preocupaciones sociales tienen sin cuidado a los países industrializados, como lo demuestra su oposición a la propuesta del director general de la OMC, Mike Moore, de eliminar todas las barreras comerciales a los productos de los 48 países más pobres del mundo.25
No les preocupa tampoco la flexibilidad laboral, sino la forma en que se practica en el Tercer Mundo, hasta sus últimas consecuencias. En esa medida, los industrializados consideran que hay conductas desleales, aun cuando su origen sea la razón que los lleva a invertir en esos países.

Por otro lado, el hecho de que las naciones desarrolladas pretendan que la OMC emita una decisión sobre la homologación de las condiciones laborales entre sus miembros obedece a que la OIT no tiene la capacidad de imponer sus recomendaciones como obligatorias, sino que su acatamiento es voluntario y los paises pueden ignorarlas cuando les conviene. Ello deja un vacío que la OMC quiere llenar a toda costa.

Las economías del Norte tienen razón en interesarse por las condiciones laborales en el mundo, aunque lo hagan con un propósito proteccionista. El reto real, y que ninguna economía está dispuesta a enfrentar, consiste en incluir en los tratados comerciales una cláusula que garantice el respeto de las normas laborales mínimas para detener el proceso de estandarización hacia abajo de las condiciones de trabajo, ya de por sí insuficientes en naciones asiáticas y en países de América Latina como México, Perú y Honduras.

En el caso de México esta indiferencia, por no decir complacencia, frente a la situación laboral emanada de la globalización  se puede ilustrar con el hecho de que desde mediados de 1995, cuando empezaron a concretarse los acuerdos de inversión propiciados por el TLCAN, y de acuerdo con datos de la Confederación de Trabajadores de México, "de cada diez empleos generados por las nuevas empresas ocho son eventuales o temporales, al margen de las prestaciones de ley y sin ninguna protección social" 26
En el otro extremo, en Estados Unidos, la globalización ha propiciado la pérdida de empleos y la cancelación de prestaciones. Asimismo, en Canadá la Organización Nacional Contra la Pobreza dice que desde que entró en vigor el TLCAN 500000 personas han perdido sus empleos en ese país, en tanto que la pobreza infantil y de las mujeres se ha incrementado en 45 y 70 por ciento, respectivamente. Asimismo, la cobertura del seguro de desempleo disminuyó 87% entre los desocupados.27
Finalmente, se busca que todas las naciones se rijan por normas laborales mínimas que eviten la depredación de los trabajadores del planeta.

EL MARCO DE LA LIBERALIZACIÓN COMERCIAL

El libre cambio, tal como se establece en el marco de la OMC, tiene dos pilares que rebasan las fronteras nacionales, los aspectos sociales y ambientales, así como cualquier criterio de regulación democrática: la libre circulación de capitales y también de bienes y servicios.

La circulación del trabajo, otro de los factores de la producción, está excluida del modelo de liberalización internacional, pues a diferencia de lo que sucede con el capital, no son los países industrializados los que encontrarían las mayores ventajas en volverlo un bien de circulación libre.

En esta situación, la apertura de los mercados internacionales tiene como eje la no discriminación comercial manifiesta en los dos principios de los que parte la ejecución de los acuerdos de la Ronda de Uruguay y la discusión en la nueva Ronda.

1) El trato nacional que significa dar a cualquier inversionista extranjero un trato igual al que se da a uno nacional.

2) El tratamiento de nación más favorecida, según el cual "cualquier ventaja que una parte da a los nacionales de otro país debe extenderse inmediata e incondicionalmente a los nacionales de otras partes, aun si dicho tratamiento es más favorable que el dado a sus propios nacionales".28
Estos principios eliminan cualquier diferencia en el trato entre economías que tome en consideración su grado de desarrollo o sus objetivos estratégicos, como la autosuficiencia alimentaria, la regulación de los flujos campo-ciudad, la protección de la pequeña y mediana industrias, etcétera.

Estos principios cuestionan los acuerdos de Lomé (I al IV), por los que las naciones de la Unión Europea conceden una serie de beneficios comerciales y de canalización de recursos a sus otrora colonias en África, el Caribe y el Pacífico (ACP). La Convención de Lomé es un acuerdo Norte-Sur de contenido proteccionista, aunque no en el sentido convencional del término, pues a fin de cuentas establece un trato preferencial para las economías en desarrollo beneficiadas, así como la canalización de recursos financieros.

Sin embargo, más que pensar en que este tipo de acuerdos son perfectibles, la normatividad de la OMC los condena a desaparecer.

En aras del libre comercio los acuerdos del GATT afectaron las preferencias arancelarias de las que se beneficiaban los paises ACP. Este hecho preocupa a los europeos, en especial a Francia, pues un acuerdo como el de Lomé puede constituir un contrapeso al dominio monolítico de Estados Unidos, toda vez que con ello las reglas de los europeos, con tratados semejantes, seguirían dominando en el continente africano.

En la Convención de Lomé participan 71 naciones, que tienen acceso privilegiado al mercado de la Unión Europea. A principios de 2000 se negociaría su prolongación por ocho años más, aunque esta vez tendrá que firmarse en concordancia con la normatividad de la OMC. Habrá que ver lo que resulta.

CONCLUSIÓN

La ambiciosa agenda sobre negociaciones comerciales para inicios del milenio, que no ha sido todavía elaborada en términos formales, es ya de por si dificultosa para los gobiernos de los países desarrollados, pues no existe más acuerdo entre ellos que el de mantener el equilibrio de fuerzas internacional vigente hasta ahora.

Para los países del Sur el control de la agenda está totalmente fuera de alcance.

Por la dinámica de negociación en el seno de los organismos internacionales como la OMC, y la primacía absoluta del comercio internacional, en breve los países ya no podrán controlar ni proteger nada, ni la agricultura, ni los recursos naturales, ni los sistemas educativos, ni la salud, ni los medicamentos, ni la biodiversidad.

Para favorecer a las transnacionales de la industria y de las finanzas, la OMC, junto con el Banco Mundial, el Fondo Monetario Internacional y la OCDE y la complicidad de muchos gobiernos, está despojando a los países y a los ciudadanos de las facultades mínimas de la soberanía. Ningún gobierno ha llevado a sus congresos nacionales el debate. Mucho menos se ha consultado a los ciudadanos sobre la necesidad de adoptar el libre comercio como el mecanismo indispensable para una convivencia internacional armónica, el bienestar de los habitantes de los países y un desarrollo sustentable.

El fracaso de la reunión de Seattle habrá reforzado el regionalismo. Por ello es necesaria una tercera vía: una regulación de los intercambios en zonas regionales relativamente homogéneas, con mayores posibilidades de convergencia económica y coordinadas por acuerdos comerciales diversificados, establecidos en función de consideraciones geopolíticas, así como la subordinación de intercambios comerciales a cláusulas sociales y ecológicas.

Ello implicaría un marco de cooperación económica internacional que en la actualidad se juzga cada vez menos importante; en contraste, la competencia a ultranza gana terreno día tras día.

Por todo lo anterior, es imposible compartir el punto de vista de Donald J. Johnston, secretario general de la OCDE, cuando dice:

"Sí, ésta es la alborada de la era de la globalización y cuando los historiadores hablen de ella déjenos asegurarles que sea una buena historia: una historia de cómo los líderes del mundo tomaron este momento para encauzar oportunidades sin precedente no sólo para el mundo desarrollado, sino para la comunidad mundial; de cómo la pobreza, la miseria y la enfermedad en muchas partes del mundo en desarrollo fueron puestas en la vía rápida de la erradicación, por medio del comercio y la inversión libres multilaterales; de cómo la prosperidad del mundo desarrollado se sostuvo gracias a la evolución del mercado global: y cómo, a su vez, se estableció firmemente el crecimiento económico en el mundo en desarrollo mediante transferencias de capital, tecnología y know-how combinados con acceso irrestricto para sus bienes y servicios en los mercados del mundo desarrollado; de cómo el crecimiento de la brecha entre ricos y pobres en la comunidad mundial fue detenida y entonces comenzó a cerrarse." 
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